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Vid.1   Jacobus, id quod ego. Los caminos de la ciencia jurídica, Madrid, 2003, pp. 366 y ss.

Siempre he sido de la idea de 
que la ciencia debe generar co-
nocimiento. Ese conocimiento se 
puede manifestar de múltiples for-
mas: teorías, hipótesis, conceptos, 
datos... Existen, pues, muchas for-
mas de conocimiento. El cono-
cimiento científico es aquel que 
ha sido rigurosamente probado, ya 
que la ciencia persigue, ante todo, 
situarse en el mayor grado de ob-
jetividad posible o, al menos, ésa 
debe ser la meta del verdadero 
científico. Hace algunos años ya 
manifesté mi opinión acerca de la 
construcción de un conocimien-
to científico en el campo del Dere-
cho y más concretamente en el de 
la Historia del Derecho, por lo que 
no voy ahora a repetir mi plantea-
miento 1. No obstante, pienso que 
todo profesor universitario, cuan-
do emprende la elaboración de un 
trabajo de investigación, debe re-
flexionar acerca del método que 
va a utilizar y, desde luego, si el re-
sultado de su esfuerzo se va a tra-

ducir en un conocimiento científi-
co, o dicho de otro modo: útil para 
la comunidad científica. Esa mani-
festación de la mente humana es 
algo que está en continua construc-
ción: se genera y se comunica; se 
revisa y se vuelve a regenerar o a 
interpretar...

Muchas de las transformacio-
nes que ha experimentado la Uni-
versidad española en los últimos 
años han sido consecuencia de los 
vicios y corrupciones introducidos 
a raíz de la promulgación de la Ley 
de Reforma Universitaria de 1983. 
La consagración de la endogamia 
como sistema de selección del pro-
fesorado universitario propició, por 
un lado, que muchas asignaturas 
cayeran en manos de «caciquillos», 
quienes encontraron en el sistema 
de la LRU el instrumento perfec-
to para campar a sus anchas y con-
ceder auténticos «beneficios» vasa-
lláticos a costa de los presupuestos 
generales del Estado. Si a ello aña-
dimos, por otro lado, que las prue-
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bas de selección del profesorado no 
permitían a los miembros de las co-
misiones juzgadoras calibrar el co-
nocimiento exacto de la materia 
que tenía cada uno de los aspiran-
tes, se comprenderá ahora mucho 
mejor el estado actual en el que se 
encuentra nuestra asignatura en lo 
que respecta a su nivel científico. 
Una prueba más de ello la tenemos 
en el libro que hoy reseñamos.

Es cierto que la Ley Orgánica de 
Universidades de 2001 intentó pa-
liar esta situación modificando el sis-
tema de pruebas al establecer —sólo 
para profesores titulares— un ejerci-
cio consistente en explicar una lec-
ción del programa. Pero he aquí, 
que al perder las elecciones el parti-
do impulsor de la LOU, su antago-
nista político, ahora en el gobierno, 
se apresuró a modificar nuevamente 
el sistema. Es evidente, a la vista de 
la última reforma de la LOU, que el 
Partido Socialista Obrero Español 
es alérgico a la calidad científica y al 
profesor competente y bien prepara-
do. Las modificaciones introducidas 
en el sistema de selección de profe-
sorado universitario tanto en la LRU 
como en sus reformas de la LOU, en 
lugar de buscar la objetividad y la 
calidad nos han conducido al oscu-
rantismo y, lo que es mucho peor, a 
la vulgaridad académica.

En efecto, ahora, el aspirante 
a una plaza de docente en la Uni-
versidad, en lugar de procurarse 
una formación integral en su mate-

ria, debe centrar todos sus esfuer-
zos en construir un curriculum con 
el que se llenen el mayor núme-
ro de «ítems» de las plantillas de 
las Agencias de Calidad de ámbi-
to autonómico o nacional. Y otro 
tanto podemos decir de los céle-
bres «sexenios de investigación». 
Como las comisiones encargadas 
de conceder los sexenios no siem-
pre están integradas por especialis-
tas de todas las asignaturas y, ade-
más, dichas comisiones deben de 
actuar con directrices muy concre-
tas, nos encontramos con que «pu-
blicar» se ha convertido en la máxi-
ma preocupación del profesorado, 
sin atender a los más mínimos crite-
rios de calidad científica.

Y se preguntará el lector ¿Y qué 
tiene que ver todo esto con el libro 
del señor Díaz Sampedro? Espero 
poder responderle a esta pregunta 
a lo largo de esta reseña.

El que suscribe, que lleva más 
de treinta y cinco años dedicado 
a esto de la Historia del Derecho, 
siempre ha tenido gran curiosidad 
por todo aquello que desconoce; 
entre otras cosas, por la vergüenza 
académica de que si algún día un 
alumno me hace una pregunta re-
ferente a la materia, le pueda dar 
siempre una respuesta adecuada.

Llega a mis manos el libro ti-
tulado Revisionismo jurídico en 
las constituciones eclesiásticas del 
siglo XIX. ¡Caray —me dije—, qué 
bien suena ese título! Debo con-
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fesar que siempre he tenido inte-
rés por el Derecho Canónico, no en 
balde es uno de los grandes elemen-
tos formativos de la cultura jurídica 
occidental; pero por el Derecho Ca-
nónico de verdad: el del Decreto de 
Graciano, las Decretales, los conci-
lios... No por ese sucedáneo que se 
han inventado ahora bajo la deno-
minación de «Derecho Eclesiástico 
del Estado». Jamás había oído ha-
blar del revisionismo jurídico en las 
constituciones eclesiásticas duran-
te el siglo XIX. Debe ser —pensé— 
algo muy importante. En los úl-
timos años he estado trabajando 
bastante en el siglo XIX, pero nunca 
había leído nada sobre el «revi-
sionismo jurídico»; pongámonos, 
pues, a recibir «conocimiento».

Al comenzar a leer la «Intro-
ducción» del libro (p. 9) la perpleji-
dad se apoderó de mí. En efecto, si 
por «revisionismo» debemos enten-
der, según el Diccionario de la Real 
Academia, la «tendencia a someter 
a revisión metódica, doctrinas, in-
terpretaciones o prácticas estable-
cidas con la pretensión de actuali-
zarlas», resulta que ahora el autor 
nos dice que lo que pretende en 
el libro no es estudiar el «revisio-
nismo», sino «analizar la evolución 
histórico-jurídica de algunas cons-
tituciones eclesiásticas referidas a 
hermandades y corporaciones ca-
nónicas de Málaga desde su crea-
ción hasta el siglo XIX». ¿En qué 
quedamos? ¿Qué tiene que ver esto 

con el «revisionismo»? A la sombra 
de este ampuloso y rimbombante 
título, el lector piensa que va a co-
nocer las causas que propiciaron la 
aparición de una tendencia sistemá-
tica a revisar las constituciones ecle-
siásticas durante el siglo XIX, pero, 
en realidad, lo que el autor nos va 
a contar es el proceso de evolución 
histórico-jurídica «de algunas cons-
tituciones eclesiásticas referidas a 
las hermandades y corporaciones 
canónicas de Málaga».

Durante muchos años, en el 
programa de Doctorado de nuestro 
Departamento impartí curso titula-
do «Cómo se debe hacer un traba-
jo de investigación». Una de las pri-
meras consideraciones que hacía a 
mis alumnos iba dirigida a que el tí-
tulo de una tesis o de un trabajo de 
investigación tiene que hacer refe-
rencia al contenido del estudio. Es 
evidente que el libro que estamos 
recensionando no ha seguido dicha 
regla y, por consiguiente, induce a 
confusión al lector en la medida de 
que el título no obedece a lo que se 
encuentra en el interior del libro.

Pero es que el autor, después de 
haber hecho esa declaración de in-
tenciones («analizar la evolución 
histórico-jurídica de algunas consti-
tuciones eclesiásticas referidas a las 
hermandades y corporaciones ca-
nónicas de Málaga»), nos dice más 
abajo: «El estudio y reflexión de sus 
estatutos y reglas fundacionales se 
centran en la evolución jurídica y 
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en la comparación de los cambios 
que se suscitaron en el siglo XIX 

con motivo de dar cumplimiento 
a lo dispuesto en la Novísima Re-
copilación y proceder a la adapta-
ción y actualización de las corpora-
ciones erigidas en el pasado bajo la 
supervisión no sólo de las autorida-
des eclesiásticas sino de las civiles y 
gubernativas» (pp. 9-10). Creo que 
este párrafo debe ser objeto de aná-
lisis. Vayamos por partes.

Del mencionado párrafo se in-
fieren dos cosas:

1.º Que el objeto del libro es, 
como se acaba de decir, el estudio 
y reflexión de «la evolución jurídica 
de sus estatutos y reglas fundaciona-
les» [de las hermandades malague-
ñas] y «la comparación de los cam-
bios que se suscitaron en el siglo XIX 

con motivo de dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la Novísima Recopi-
lación...». A primera vista, de la re-
dacción se extrae la conclusión de 
que los cambios que suscitaron la 
evolución jurídica —que dice haber 
estudiado y reflexionado el autor— 
son consecuencia de una disposi-
ción de la Novísima Recopilación 
de Castilla (1805).

2.º Que consecuencia, igual-
mente, de lo dispuesto por la Noví-
sima fue «la adaptación y actualiza-
ción de las corporaciones erigidas en 
el pasado bajo la supervisión no sólo 
de las autoridades eclesiásticas sino 
de las civiles y gubernativas».

A tenor de dicho párrafo, por 
consiguiente, todo parece indicar 
que una disposición de la Novísima 
Recopilación fue la desencadenan-
te de unos cambios en las «corpora-
ciones», lo que acarreó, obviamen-
te, una «evolución jurídica». Que 
esa misma disposición impuso el 
proceso de «adaptación y actualiza-
ción de las corporaciones erigidas 
en el pasado bajo la supervisión no 
sólo de las autoridades eclesiásticas 
sino de las civiles y gubernativas».

Como el autor da por supuesto 
que los pocos —eso espero— lecto-
res de su libro debemos de saber de 
memoria todas las disposiciones de 
la Novísima Recopilación, no ha te-
nido la consideración de consignar 
ni en el texto ni a pie de página cuál 
es esa ley que determinó la adapta-
ción y actualización de las corpora-
ciones eclesiásticas malagueñas.

Son dos las disposiciones que 
pueden tener incidencia en el tema 
que nos ocupa. La primera de ellas 
(Nov. Recop. 12, 12, 12 = N. Recop. 
8, 14, 3) tiene sus orígenes en sen-
das peticiones que se remontan el 
reinado de Enrique IV de Castilla 
(Cortes de Toledo de 1462 y Cortes 
de Santa María de Nieva de 1473). 
Posteriormente, la misma petición 
le fue elevada a Carlos I en las Cor-
tes de Madrid de 1534.

Para comprender la disposición 
es preciso tener presente la grave si-
tuación política que atravesaba el 
reinado de Enrique IV. Dicha situa-
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Años antes, por Real resolución a consulta del Consejo de Castilla de 9 de mayo de 2  

1778, se había establecido que las cofradías «en el caso de no estar fundadas conforme a la 
citada ley (N. Recop. 8, 14, 3), como cuerpos ilícitos, a la autoridad pública pertenece abo-
lirlas...» (XVIII). 

ción aparece reflejada en la misma 
petición de los procuradores, quie-
nes denunciaron al monarca la crea-
ción de cofradías que, tomando la 
advocación de algún santo, tenían 
en realidad como verdadero fin eje-
cutar «malquerencias», «grandes 
escándalos y bollicios», y «otros 
males y daños». En consecuencia, 
el rey decidió «revocar todas e qua-
lesquier cofradias e cabildos que 
desde el año 64 [1464] acá se han 
hecho en qualesquier ciudades y vi-
llas, y lugares de nuestros Reynos, 
salvo las que han sido hechas, y 
después aca se hubieren hecho so-
lamente para causas pias y espiri-
tuales, y precediendo nuestra licen-
cia y autoridad del prelado; y que 
de aquí adelante no se hagan otras, 
salvo en la manera suso dicha. So 
grandes penas». Con esta disposi-
ción Enrique IV se estaba reservan-
do la autorización, mediante su «li-
cencia», de la creación de cualquier 
cofradía, aunque fuesen con el fin 
de «causas pías y espirituales». En 
definitiva, se trataba de un grave 
problema de orden público y para 
evitar nuevos incidentes el rey deci-
dió cortar por lo sano.

El control regio sobre la cons-
titución de cofradías se reiteró 
—además de en 1534 por Car-
los I— en 1783, en tiempos de 

Carlos III (Nov. Recop. 1, 2, 6), al 
disponerse que «las cofradías eri-
gidas sin autoridad real ni ecle-
siásticas queden también abolidas 
por defecto de autoridad legítima 
en su fundación, según lo preveni-
do en la ley 12 del mismo título y 
libro...». Por el contrario, aquellas 
que estaban «aprobadas por la ju-
risdicción real y eclesiástica sobre 
materias o cosas espirituales o pia-
dosas» podían subsistir «reforman-
do los excesos, gastos superfluos y 
qualesquiera otro desorden, y pres-
cribiendo nuevas ordenanzas, que 
se remitan al Consejo para su exa-
men y aprobación». En esta misma 
situación quedaban las cofradías 
sacramentales, las cuales debían re-
mitir al Consejo sus ordenanzas, si 
no se hallaban previamente apro-
badas por aquél 2.

Obsérvese que ambas disposi-
ciones —no sabemos a cuál de 
ellas se está refiriendo el autor en 
su libro— coinciden fundamental-
mente en lo mismo: son ilícitas las 
cofradías que carecían de la licencia 
regia y eclesiástica. Ninguna de las 
disposiciones prescribía, como pa-
rece insinuarse en el libro reseña-
do, que todas las cofradías debían 
proceder a la «adaptación y actua-
lización» (¿de sus estatutos?). Úni-
camente —entiendo yo— aquellas 
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No deja tampoco de sorprender la afirmación final del párrafo comentado cuando 3  

el A. alude a las «autoridades eclesiásticas» y a las «civiles y gubernativas» ¿Qué diferen-
cia hay entre las autoridades civiles y las autoridades gubernativas? Del texto se infiere que 
para el A. son diferentes. Esta distinción nos sitúa dentro del apartado de «despropósitos 
jurídicos» que encontramos por doquier en el libro comentado. Pero sobre este tema vol-
veremos más adelante.

cofradías que carecían de dichas li-
cencias (real y eclesiástica) debían 
de regularizar su situación so pena 
de incurrir en ilegalidad 3. A la vista 
de lo expuesto, es evidente que 
nuestro autor no ha comprendido 
el sentido de las disposiciones reco-
gidas en la Novísima Recopilación.

Según se expresa en la «Intro-
ducción» del libro, el objeto del 
trabajo, como se ha dicho más arri-
ba, no es otro que «analizar la evo-
lución histórico-jurídica de algunas 
constituciones eclesiásticas referi-
das a hermandades y corporacio-
nes canónicas de Málaga» y «el es-
tudio y reflexión de los estatutos y 
reglas fundacionales» así como la 
«comparación de los cambios que 
se suscitaron en el siglo XIX con 
motivo de dar cumplimiento a los 
dispuesto en la Novísima Recopi-
lación», lo que condujo a la «adap-
tación y actualización de las corpo-
raciones... bajo la supervisión no 
sólo de las autoridades eclesiásti-
cas sino de las civiles y gubernati-
vas». Pues bien, querido lector, no 
sé si al ejemplar de esta obra que 
ha adquirido nuestro Departamen-
to de la UCM le faltan algunas pá-
ginas, ya que por más que he bus-
cado y rebuscado en el libro, no 

he encontrado ni el «estudio», ni la 
«reflexión», ni la «comparación de 
los cambios», ni la explicación a la 
«adaptación y actualización de las 
corporaciones» para dar cumpli-
miento a los dispuesto en la Novísi-
ma Recopilación.

Antes aludía al curso de Doc-
torado que durante varios años im-
partí en nuestro Departamento. En 
él les decía también a mis alumnos 
que todo trabajo científico tenía 
que partir de una «hipótesis». Una 
investigación científica debe formu-
lar siempre explícitamente una hi-
pótesis, con independencia de que 
a lo largo de la investigación pue-
den surgir hipótesis secundarias.

La formulación de una hipó-
tesis científica a veces no resulta 
fácil. En primer lugar, porque la hi-
pótesis debe estar apoyada en co-
nocimientos comprobados previa-
mente, lo que implica conocer muy 
bien la disciplina en la que uno tra-
baja. En segundo lugar, porque el 
investigador debe intentar dar a 
priori una explicación de los he-
chos. En tercer lugar, porque el es-
tudioso debe delimitar o fijar con 
precisión las conclusiones que pre-
tende explicar. En cuarto lugar, 
porque la hipótesis debe guardar 
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relación con el sistema de cono-
cimientos de la materia en cues-
tión. Por último, porque las conse-
cuencias previstas por la hipótesis 
deben de ser verificables: una hi-
pótesis cuyas predicciones no son 
verificables carece de valor cientí-
fico. La hipótesis tiene, pues, que 
incluir los hechos no explicados 
—sobre los que se hacen las pre-
dicciones—, los cuales deben final-
mente enlazar con la explicación 
de los hechos conocidos.

Una vez formulada la hipótesis, 
a continuación, la investigación se 
inicia con el proceso de recopilación 
de los datos, ya sean procedentes de 
fuentes historiográficas, ya sean de 
fuentes archivísticas. A partir de los 
datos recopilados, el investigador 
obtiene los resultados. Finalmente, 
mediante los resultados se procede 
a verificar la certidumbre o falsedad 
de la hipótesis propuesta.

Todo este proceso es lo que 
constituye el método científico o, 
dicho de otro modo, el camino que 
se debe seguir hasta llegar a cons-
truir una verdad científica. Lo más 
grave y preocupante del libro que 
comentamos no es que el autor des-
conozca lo que significa plantear 
una hipótesis y aplicar un método 
científico riguroso, sino que tampo-
co ha sido capaz ni siquiera de acu-
dir al socorrido «descripcionismo» 
sobre el que se han construido la 
mayor parte de los trabajos en nues-
tra disciplina en los últimos años.

La superficialidad e irreflexión 
del autor queda manifiesta en el si-
guiente dato: los expedientes gu-
bernativos que se publican en el 
libro corresponden a los años 1864 
(Hermandad de Nuestra Señora del 
Traspaso y Soledad de Viñeros), 
1865 (Hermandad de Nuestra Se-
ñora de la Concepción Dolorosa) 
y 1866 (Hermandad de Jesús la 
Puente). Pues bien, los cambios in-
troducidos en los estatutos publi-
cados en el libro vinieron suscita-
dos, como nos dice el autor (p. 9), 
con motivo de dar cumplimiento a 
los dispuesto en la Novísima Reco-
pilación, promulgada, como sabe-
mos, en 1805. Si eso fue así, al señor 
Díaz Sampedro no se le ha ocurri-
do plantearse por qué dichas her-
mandades tardaron sesenta años en 
«proceder a la adaptación y actua-
lización». Ésta y otras muchas pre-
guntas más podrían, desde luego, 
haber constituido una hipótesis del 
trabajo, pero, como digo, en este 
libro cualquier tipo de reflexión 
brilla por su ausencia.

Pero no sólo se trata de la ca-
rencia de una formación científi-
ca, sino también de la incapacidad 
para saber buscar o localizar infor-
mación. Eso que el «proceso de Bo-
lonia» denomina «proporcionar a 
los alumnos competencias, destre-
zas y capacidades». En este sentido, 
la Memoria para la obtención del 
título de graduado en Derecho que 
la Facultad de Derecho de la Uni-
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B. 4  DÍAZ SAMPEDRO, Derecho y legalidad de las cofradías de Málaga en el siglo XIX, Ma-
drid, 2007, pp. 21-27. No se pierda el lector la aguda reseña de este libro publicada por el 
Dr. F. MARTÍNEZ MARTÍNEZ en esta misma revista Foro, núm. 9 (2009), pp. 324-330.

Derecho y legalidad5  ..., p. 21.

versidad Complutense ha presenta-
do recientemente a la ANECA, se 
especifica como una de las compe-
tencias específicas de dicho grado 
«demostrar la capacidad para iden-
tificar y aplicar todas las fuentes ju-
rídicas de relevancia en una cuestión 
concreta» (Competencia Específica 
núm. 5, en lo sucesivo CE). Dicha 
competencia se halla directamen-
te relacionada con la Competencia 
General o CG núm. 4: «Desarrollar 
la capacidad de gestión de la infor-
mación». Pero, bajemos al proble-
ma concreto.

El autor, después de comenzar 
el libro diciéndonos que preten-
de (y nunca mejor utilizado dicho 
verbo) analizar la evolución his-
tórico-jurídica de algunas «consti-
tuciones eclesiásticas», resulta que 
no sólo no hace dicho análisis, sino 
que ha pasado por alto algunas 
disposiciones importantes; habría, 
pues, incumplido la CE5 («capaci-
dad para identificar y aplicar todas 
las fuentes jurídicas de relevancia 
en una cuestión concreta»). La des-
cripción —que no la explicación— 
de la evolución referida durante el 
siglo XIX la realiza de manera some-
ra en su primer libro 4, entremez-
clándola, por cierto, con el proble-
ma de la desamortización de los 
bienes eclesiásticos.

Así, en este sentido, en aquel 
libro afirmaba: «Ya en pleno 
siglo XIX, en la legislación analiza-
da encontramos la Real Orden [se 
recoge el texto en nota a pie de pá-
gina] que se dio en pleno periodo 
revolucionario [sic], concretamente 
en 1842, siendo Ministros de Gra-
cia y Justicia, José Alonso, y que 
tendía a la supresión de las cofra-
días, siempre respetando la legali-
dad vigente en esos momentos...» 5 
(la cursiva es mía).

La Real Orden a la que se re-
fiere el autor no es otra que la de 
8 de febrero de 1842 en la que el 
Gobierno reconocía su incapaci-
dad de poder revisar los estatutos 
y constituciones de las «innumera-
bles cofradías fundadas» y «mucho 
menos conocer la inmediata utili-
dad que la conservación de algu-
nas puede traer a las poblaciones»; 
en consecuencia, Espartero, regen-
te del Reino a la sazón, dispuso que 
los «prelados diocesanos, de acuer-
do con los jefes políticos de las res-
pectivas provincias», propusieran 
al Ministerio las cofradías que de-
bían suprimirse, «teniendo en con-
sideración que únicamente se han 
de conservar aquellas que sean con-
formes a las disposiciones canóni-
cas y civiles que rigen en la materia, 
pudiendo entretanto ambas autori-
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dades permitir la continuación de 
aquellas que estimen necesarias y 
convenientes por su institución y 
piadosos objetos, y que no sean 
contrarias a lo dispuesto en uno y 
otro derecho». Lo que el autor del 
libro recensionado pasó por alto es 
el nada desdeñable detalle que unos 
meses antes el regente del Reino, 
en Orden de 18 de noviembre de 
1841, había suprimido «todas las 
cofradías y cualesquiera otras aso-
ciaciones religiosas, ya originarias 
de España o ya del extranjero, que 
no hubiesen obtenido autorización 
del gobierno». Esta Orden se en-
cuentra recogida en la Colección 
Legislativa, t. 27, p. 795. Del mismo 
modo, nuestro experto en cofradías 
malagueñas «olvidó» la Real Orden 
de 13 de noviembre de 1854, en la 
que se reconoce que, a pesar de la 
Real Orden de 17 de abril de ese 
mismo año (ésta si ha sido reco-
pilada por el autor), en muchos 
pueblos continuaban funcionando 
congregaciones religiosas sin los re-
quisitos exigidos. Pero claro, este 
«lapsus» puede justificarse debi-
do a que dicha Real Orden se en-
cuentra recogida en una obra de 
tan «difícil» acceso y consulta para 
el investigador como el Diccionario 
de la Administración Española de 
M. Martínez Alcubilla del que, por 
cierto, en el Departamento de His-
toria del Derecho de la Universidad 
Complutense —del cual el autor es 
miembro— hay un ejemplar.

Nos dice el señor Díaz Sampe-
dro que en el libro (p. 10) «se re-
coge minuciosamente el itinerario 
de legalidad que hubieron de seguir 
las hermandades para obtener su 
definitiva aprobación». El término 
«itinerario de legalidad» nos abre 
paso al capítulo de «despropósitos 
jurídicos».

Ciertamente hay que felicitar al 
autor en este punto, pues hace falta 
tener mucha imaginación para deno-
minar «itinerario de legalidad» a un 
simple expediente administrativo. 
La expresión suena, al mismo tiem-
po, tan cursi como poética. Es preci-
so señalar que el señor Díaz Sampe-
dro también utiliza otras expresiones 
como «procesos legales» (p. 10) y 
«procesos de legalidad» (p. 11) para 
referirse a los mismos expedientes 
administrativos. Ahora ya no sólo 
nos encontramos con la carencia de 
la CE5 del grado de Derecho, sino 
que saltan a la luz otras «incompe-
tencias», como la CE2 («Demostrar 
la capacidad para leer, interpretar y 
redactar textos y escritos de natu-
raleza jurídica»), la CE3 («Llegar a 
conocer y comprender las principa-
les instituciones públicas y privadas 
de nuestro ordenamiento jurídico 
en su génesis, en su individualidad y 
en su conjunto») y la CE4 («Demos-
trar capacidad para el manejo de las 
fuentes jurídicas»).

Éstos son los problemas deriva-
dos de carecer de formación jurídi-
ca. Esta deficiencia la podría haber 
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subsanado o bien consultando con 
alguien que supiera algo de Dere-
cho —cosa que, desde luego, no ha 
hecho—, o bien habiéndose leído 
los expedientes que él mismo publi-
ca en su libro. Así, por ejemplo, en 
el «auto de aprobación» de los Es-
tatutos de la Hermandad de Jesús 
de la Puente se lee: «para lo cual se 
facilite testimonio en sucinta rela-
ción de este expediente...» (p. 57). 
Y más adelante, en el apartado de-
nominado por el autor «Documen-
tos de legalidad y aprobación defi-
nitiva» se puede leer: «y remitiendo 
el expediente a la Cancillería de este 
Ministerio...» (p. 71). Otro tanto 
encontramos en los Estatutos de 
la Hermandad de Nuestra Seño-
ra del Traspaso y Soledad de Viñe-
ros: «y con mi presencia se ha ins-
truido expediente...» (p. 73); «en 
sucinta relación de este referido ex-
pediente» (p. 103). Y, finalmente, 
en los Estatutos de la Hermandad 
de Nuestra Señora de la Concep-
ción Dolorosa se consigna: «El Fis-
cal en nueva vista de este expedien-
te...» (p. 134); «Lo que se notificó a 
las partes según que lo referido más 
por menor consta y parece del ex-
pediente» (p. 137). Es evidente, a 
la vista de estos datos, que nuestro 
autor carece de la CE2 y la CE3.

Esta misma carencia y descono-
cimiento de la terminología jurídica 
la encontramos en los que el autor 
califica de «Documentos de legali-
dad». Para el señor Díaz Sampedro 

todos los documentos que obran en 
los expedientes por él publicados 
son simples «escritos», que, al pare-
cer, se diferencian únicamente por 
la fecha de emisión en unos casos 
y, en otros, porque en ellos apare-
cen también el remitente y destina-
tario (ausencia de CE2). Aunque la 
tesis doctoral del autor está situa-
da cronológicamente el siglo XIX, 
a la vista del presente libro pode-
mos comprobar que es incapaz de 
distinguir lo que es un simple ofi-
cio, un informe de una de las Sec-
ciones del Consejo de Estado (¡ah! 
por cierto, Consejo de Estado de 
escribe siempre con mayúsculas) o 
una Real Orden del gobierno. Si 
antes ponía en duda que el autor 
se había leído los documentos que 
publicaba, el hecho de que para él 
todos ellos sean simples «escritos» 
me hace ratificarme en esa idea. 
Una lectura atenta de los expedien-
tes le podrían haber sacado de este 
jardín, ya que en muchos de ellos, 
en el propio texto del documento 
se alude a la naturaleza jurídica del 
mismo, como es el caso, por ejem-
plo, de las Reales Órdenes (pp. 66, 
69, 72 passim).

En el Derecho es importante la 
terminología; la correcta utilización 
de los conceptos jurídicos. Acaba-
mos de ver que esto del Derecho 
no es precisamente un punto fuer-
te del autor, si es que tiene alguno. 
En el título nos habla de «constitu-
ciones eclesiásticas». Prima facie, al-
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guien que se maneje en el Derecho 
canónico decimonónico puede ser 
conducido a error por el título del 
libro. En efecto, en el siglo XIX el 
término «constitución» los canonis-
tas lo reservaban a las disposiciones 
dictadas por el Pontífice («consti-
tuciones apostólicas»). Así puede 
verse en cualquiera de los manua-
les de Derecho canónico de dicha 
centuria, con independencia de que 
dentro del término «constitutio» 
se distinguieran, por razón de la 
forma y el contenido, entre «bulas» 
y «breves».

Al autor el término «constitucio-
nes» le sonaba muy bien. Es preciso 
señalar, no obstante, que el sustanti-
vo «constitución» en los siglos XVII 

y XVIII era utilizado con frecuencia 
para denominar las ordenanzas o 
reglamentos de corporaciones pú-
blicas o privadas. Sin ir más lejos, 
en el fragmento de un documento 
de 1655 reproducido por el autor 
en su libro (por cierto, no refleja la 
procedencia del mismo y nos quiere 
hacer creer que es aportación suya), 
los miembros de la Hermandad 
de Jesús de la Puente se reunieron 
y «dispusieron ciertas constitucio-
nes...» (p. 16.). Un poco más ade-
lante se insiste en que «quieren ob-
servar las dichas constituciones...» 
(pp. 16-17). Esa misma hermandad, 
en 1675, se dotó nuevamente de 
«constituciones» (p. 16). Es eviden-
te que el término «constitución» se 
utilizaba para referirse a las reglas 

internas de las cofradías o herman-
dades. Dicha denominación llegó a 
filtrarse como reminiscencia, inclu-
so, durante el siglo XIX en algún do-
cumento. Así sucede en los Estatu-
tos de la Hermandad de Nuestra 
Señora del Traspaso y Soledad de 
Viñeros —publicados en el libro re-
señado— en los que en una ocasión 
se alude a ellos como «estas consti-
tuciones» (p. 77).

Sin embargo, desde mediados 
del siglo XIX, el término «constitu-
ción» se tiende a reservar casi ex-
clusivamente para la «constitución 
política» o, como hemos dicho, en 
el campo del Derecho canónico, 
para las constituciones apostólicas 
del Pontífice. Si el autor se hubiera 
molestado en precisar la naturaleza 
jurídica —ya sé que estoy pidiendo 
peras al olmo— de los textos que 
publica en su libro, habría compro-
bado que los textos recogidos en 
los expedientes son «Estatutos» de 
hermandad. El término «constitu-
ciones» ya ha sido sustituido por el 
de «estatutos». Así, en la p. 23 po-
demos leer: «Testimonio literal de 
los nuevos Estatutos formados para 
régimen y gobierno de la Herman-
dad de Nuestro Padre Jesús de la 
Puente...». Pero es que en el dicho 
texto se alude a los mismos como 
«estatutos» en las pp. 23, 24, 25, 
35, 37, 41, 47, 54, 55, 56, 57, 61, 62, 
65, 66, 67, 68, 69 y 70. Pero si pa-
samos al texto de la Hermandad de 
Nuestra Señora del Traspaso y So-
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ledad de Viñeros nos encontramos 
con lo mismo. Son autodenomina-
dos como «estatutos» en las pp. 73, 
74, 80, 81, 90, 94, 102, 103, 105, 
106, 107, 108 y 109. Y otro tanto 
podemos decir de la Hermandad 
de Nuestra Señora de la Concep-
ción Dolorosa: pp. 112, 113, 115, 
117, 120, 121, 123, 125, 134, 135, 
136, 139, 140, 141, 142, 143, 144 y 
145. ¿Son «constituciones» o «esta-
tutos»? Frente a una ocasión —que 
procede, por cierto, de los estatu-
tos anteriores— en que se utiliza el 
término «constitución», en más de 
medio centenar de veces los textos 
se autodenominan como «estatu-
tos» (ausencia de CE7: «compren-
der las distintas formas de crea-
ción del Derecho en su evolución 
histórica y en su realidad actual»). 
Pienso, por consiguiente, que es 
este término —«estatuto»— el más 
apropiado y correcto.

Si el autor hubiera asistido a mi 
curso de Doctorado al que antes 
me referí —además de haber oído 
hablar de lo que es una hipótesis— 
estoy seguro de que hubiera segui-
do la regla de la adecuación del 
título al contenido del trabajo; en-
tonces el señor Díaz Sampedro hu-
biera tenido que titular su libro de 
la siguiente manera: «Publicación 
de tres expedientes administrati-
vos de aprobación de reformas de 
los Estatutos de hermandades ma-
lagueñas a mediados del siglo XIX». 
No suena tan bonito, pero éste es 

el título que se ajusta al verdade-
ro contenido del libro. ¿Por qué 
—pensará el curioso lector— el 
señor Díaz Sampedro no puso un 
título más ajustado al contenido del 
libro? Muy fácil: la publicación de 
documentos no es valorada por las 
comisiones encargadas de evaluar 
los sexenios de investigación. De 
este modo, con el altisonante título 
que el autor ha puesto a su libro lo 
único que pretende es engañar a co-
misión de los sexenios.

El autor nos habla de «revisio-
nismo jurídico», pero en ningún 
momento nos explica a qué se debe 
ese «revisionismo», ni quién lo pro-
mueve, ni el alcance del mismo en 
el seno de cada cofradía, ni si fue 
un fenómeno circunscrito a la dió-
cesis malagueña o que afectó a toda 
España... Puede situar aquí el lec-
tor todas las preguntas que se le 
ocurran, porque ninguna de ellas se 
las ha planteado el señor Díaz Sam-
pedro. Nos encontramos aquí ante 
una nueva carencia, en este caso, 
de las competencias generales del 
título de Graduado en Derecho; 
concretamente la CG2 («Demos-
trar la capacidad de razonamiento 
crítico»).

Pero, sin lugar a dudas, en 
donde nuestro «especialista» en co-
fradías malagueñas hace mayor gala 
de su frivolidad investigadora y de 
su profunda agnosia histórico-jurí-
dica es cuando, tras elucubrar sobre 
el destino de algunos de los expe-
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dientes publicados en su libro, con-
cluye: «por lo que considero que no 
es extraño que algunos documentos 
se hayan podido extraviar en los se-
cretariados del Gobierno civil o del 
obispado o incluso las propias cor-
poraciones no recogieron sus Cédu-
las de confirmación de la Cancille-
ría de Granada» (p. 13). ¡Ahí queda 
eso! ¿Cómo un teórico conocedor 
de la administración de justicia de-
cimonónica puede decir semejante 
barbaridad?

La finalización del expedien-
te de aprobación de las reformas 
de los estatutos de las hermanda-
des tenía lugar con la expedición de 
una Real Cédula en la que el mo-
narca daba por buenos los estatu-
tos que le habían sido presentados 
para su aprobación. Y, en efecto, 
en los tres expedientes publicados 
por el autor en su libro podemos 
leer: «y remitiendo el expedien-
te a la Cancillería de este Ministerio 
para la extensión de la Real Cédu-
la» (p. 71); «... quienes deberán re-
coger de la Cancillería de este Mi-
nisterio la oportuna Real Cédula» 
(p. 72); «... a fin de que concurran 
a la Cancillería de este Ministerio a 
proveerse de la oportuna Real Cé-
dula sin cuyo requisito no será váli-
da esta concesión» (p. 107); «... de-
biendo la misma acudir dentro del 
término de la ley a la Cancillería 
de este Ministerio a proveerse de 
la oportuna Real Cédula sin cuyo 
requisito no podrá estimarse váli-

da esta concesión de Real Orden» 
(p. 108); «... a quienes prevendrá 
que manden a la Cancillería de este 
Ministerio a proveerse de la corres-
pondiente Real Cédula...» (p. 145).

Estará conmigo el interesado 
lector cuando he afirmado antes 
que el autor no se ha leído los do-
cumentos que publica; y si los ha 
leído, entonces mucho peor, pues 
nos encontraríamos ante un grave 
problema de dislexia, en cuyo caso 
merece atención médica inmediata. 
En todas las ocasiones, en los mis-
mos textos publicados por el señor 
Díaz Sampedro se puede leer de 
manera diáfana: «la Cancillería de 
este Ministerio». Dicha «Cancille-
ría» es la que el señor Díaz Sampe-
dro identifica con la «Cancillería de 
Granada» en la p. 13. El autor no 
se percató de que algo no encajaba: 
o las dependencias del Ministerio 
de Gracia y Justicia se habían tras-
ladado desde la capital del Reino a 
Granada; o la Cancillería de Grana-
da había sufrido una transposición 
al Ministerio de Gracia y Justicia en 
Madrid (ausencia de la CE2). Pero 
no crea el lector que para resolver 
este dilema el autor tenía que em-
prender una nueva investigación en 
la que debía invertir varias semanas 
o meses. No...

Un conocedor de la administra-
ción de justicia española del siglo XIX 

debería de saber que el Real Decre-
to de 26 de enero de 1834 estable-
ció que «todos los tribunales supe-
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En realidad, dicho Reglamente provisional no hacía otra cosa que restablecer las líneas 6  

maestras recogidas en el Reglamento de las Audiencias y Juzgados de primera instancia pro-
mulgado en el Decreto de las Cortes de Cádiz de 9 de octubre de 1812.

riores de las provincias tendrían el 
nombre de Reales Audiencias de las 
respectivas capitales en que están si-
tuadas»; luego, las Reales Audien-
cias y Chancillerías de Valladolid y 
Granada quedaron reducidas a sim-
ples «Reales Audiencias» perdiendo 
su condición de «Chancillerías». En 
este mismo sentido, el Reglamen-
to provisional para la administra-
ción de justicia de 26 de septiembre 
de 1835, en su art. 57 se ratificaba 
la equiparación entre todas las Au-
diencias: «Todas las Audiencias son 
iguales en facultades, e indepen-
dientes unas de otras. Todas tendrán 
en aquellas instancias que le corres-
pondan, igual conocimiento respec-
to a las causas civiles y criminales de 
su territorio pertenecientes al fuero 
ordinario...» 6. Y por si fuera poco, 
las Ordenanzas de Audiencias de 
13 de diciembre de 1835 ratifica-
ron dicha igualdad e independen-
cia entre todas las Reales Audien-
cias del Reino. Dichas Ordenanzas 
(art. 146) regularon la figura del 
«canciller-registrador», pero única-
mente debía «registrar y sellar las 
reales cartas, despachos y provisio-
nes que mande despachar la Audien-
cia o cualquiera de sus salas». Por 
consiguiente, en ningún caso esta-
ba dentro de las competencias de la 
Audiencia el libramiento de las Rea-

les Cédulas que aprobaban los es-
tatutos de las hermandades. Dichas 
Reales Cédulas únicamente podían 
ser expedidas por la Cancillería del 
Ministerio de Gracia y Justicia.

Un lector poco exigente y ri-
guroso podría esgrimir a favor del 
autor que, en definitiva, se trata 
de un pequeño error sin importan-
cia. Pero dicho error queda mag-
nificado desde el momento en que 
el señor Díaz Sampedro, como ya 
se dijo, hizo su tesis sobre un tema 
de la administración de justicia del 
siglo XIX. Y, por si fuera poco, la 
mayor parte de los datos y dispo-
siciones citadas más arriba se en-
cuentran recogidas en mi manual 
de Historia del Derecho y de las 
Instituciones en donde se puede 
leer: «El Reglamento de las Audien-
cias y juzgados de primera instancia 
de 9 de octubre de 1812 dispuso 
que todas las Audiencias eran igua-
les en facultades e independien-
tes... De esta manera se ponía fin a 
la jerarquía de Audiencias que exis-
tía en el periodo anterior entre las 
Audiencias y Chancillerías de Va-
lladolid y Granada y las restantes 
Audiencias... Esos mismos criterios 
sirvieron de inspiración al Regla-
mento provisional para la admi-
nistración de justicia de 1835 y las 
Ordenanzas de Audiencias de 19 
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J. 7  SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL, Historia del Derecho y de las Instituciones, 3 vols., Ma-
drid, 1991, vol. III, pp. 396 y 407. También en mi Manual de Historia del Derecho, Madrid, 
2004, p. 667.

de diciembre de ese mismo año» 7. 
¿Cómo se va a formular una hipó-
tesis de investigación si se descono-
cen los conocimientos básicos y ele-
mentales de la disciplina?

Sin embargo, no todo queda ahí. 
Por un momento admitamos que el 
autor ha podido tener una laguna o 
un despiste y no ha recordado estos 
datos fundamentales recogidos en los 
manuales al uso de la asignatura. Lo 
que no se puede «perdonar» es que 
no le llamaran la atención las sucesi-
vas y repetidas referencias a la «Can-
cillería de este Ministerio». Si hubie-
ra leído atentamente sus documentos 
se hubiera dado cuenta de que había 
una incongruencia (ausencia de CE2, 
CE3 y CE4). Entonces, un investiga-
dor riguroso se hubiera tratado de 
informar (ausencia de CG2). Le hu-
biera sido suficiente acudir a la Co-
lección de Decretos. El Real Decre-
to de 10 de junio de 1851 reorganizó 
el Ministerio de Gracia y Justicia en 
cinco secciones; la última de ellas, 
la de «Indiferente general», incluía 
la «Cancillería» del Ministerio. Tan 
sólo dos años después, el Real Decre-
to de 2 de noviembre de 1853, en su 
art. 8, de nuevo aludía a dicha Can-
cillería. Por último, y sólo por citar 
las disposiciones cercanas a los ex-
pedientes publicados por el autor, el 
Real Decreto de 12 de diciembre de 

1856 desarrollaba la organización de 
a Cancillería del Ministerio.

El señor Díaz Sampedro me re-
cuerda lo que decía el desaparecido 
profesor Tomás y Valiente respec-
to de otro prolífico catedrático de 
nuestra asignatura que publicaba 
un libro cada tres meses: «El pro-
blema de R. —decía Tomás y Va-
liente— no es que no se entera; es 
que no se entera que no se entera». 
Lo patético —no encuentro otro ca-
lificativo, paciente lector— de todo 
esto es que el señor Díaz Sampedro 
está plenamente convencido de que 
así se hace la ciencia; que así se hace 
un trabajo de investigación.

Y no hablemos de la elección del 
tema. Siempre he sido de la opinión 
de que el investigador tiene total li-
bertad para elegir sus temas de es-
tudio. Respeto, incluso, a aquellos 
colegas a quienes denomino «los ha-
cedores de listas» (listas de alcaldes 
mayores, de consejeros o de docto-
res de una Universidad). Otra cosa 
es que no comparta el interés que 
sus «trabajos» proporcionan a nues-
tra disciplina; máxime cuando de 
esas listas interminables nunca se ex-
trae conclusión alguna. No me cabe 
la menor duda de que los huesos 
de Savigny, Brunner, Von Schwerin, 
Hinojosa, Sánchez-Albornoz, Gar-
cía-Gallo y de tantos y tantos his-
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A. 8  LLORDÉN y S. SOUVIRÓN, Historia documental de las Cofradías y Hermandades de Pa-
sión de la ciudad de Málaga, Málaga, Excmo. Ayuntamiento de Málaga, 1969. Por cierto, que 
nuestro A. cita de manera incompleta el título de este libro en el que se basan todos los datos 
históricos de su obra, ya que omite la palabra «y Hermandades». Vid. p. 23, nota 4 in fine.

toriadores del Derecho habrán te-
nido que removerse en sus tumbas 
con el libro que reseñamos. ¿Cómo 
después de haber dedicado sus vidas 
enteramente a la Historia del Dere-
cho no se percataron de que uno de 
los temas fundamentales de nuestra 
asignatura eran los expedientes gu-
bernativos de aprobación de los es-
tatutos de las hermandades mala-
gueñas del siglo XIX? El libro que 
hoy recensionamos, atento lector, 
se va a constituir muy pronto, no lo 
dude, en un hito de la historiografía 
histórico-jurídica. A partir de ahora 
la Historia del Derecho se estudiará 
en dos grandes etapas: antes y des-
pués del «revisionismo jurídico» del 
señor Díaz Sampedro.

Pero... ¿quién tiene en realidad 
la culpa? ¿El autor? Ese pobre que 

ingenuamente piensa que está ha-
ciendo «ciencia» ¿O el que le publi-
ca semejante despropósito? ¿Se en-
tiende ahora el porqué al principio 
de esta reseña aludí al sistema de 
selección del profesorado?

Pasemos ahora al apartado de 
«fraude académico». Para corro-
borar esta afirmación, en las pá-
ginas siguientes me he molestado 
en poner a doble columna, por un 
lado, la obra del padre Llordén y 
Souvirón 8 y, por otro, las palabras 
del señor Díaz Sampedro. Cuando 
las correspondencias son literales, 
las señalo en negrita. Las corres-
pondencias de sentido están marca-
das en cursiva.

El apartado primero del libro 
está dedicado a la Hermandad de 
Jesús de la Puente:

Llordén y Souvirón (p. 436)
Otro interesante documento hallado en el Ar-

chivo Notarial de Protocolos nos informa de las 
constituciones redactadas en 1655, tal vez las pri-
meras de esta Hermandad, porque ninguna otra 
anterior a este año hemos registrado. Por el texto 
de la presente escritura, ciertamente muy conci-
so, podemos fijar con precisión la fecha exacta en 
que la Hermandad de la Puente del Cedrón ad-
quiere su independencia de la Cofradía del Santo 
Cristo de la Columna.

[Al final de la reproducción del documento se 
señala la correspondiente nota]

(2) A. de P. Escribanía de Juan Hidalgo, 
fols. 1503-1504; 1655.

Díaz Sampedro (p. 15)
La primera referencia de re-

dacción de estatutos que conoce-
mos pudo ser la que se hizo en 
1655 (1) y que tal vez fue la pri-
mera de la Hermandad y que fija, 
a pesar de su concesión [sic], la 
separación e independencia res-
pecto a la hermandad vinculada 
al Santo Cristo de la Columna y 
cuyo tenor era el siguiente…

(1) Archivo Notarial de Proto-
colos de Málaga.
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A la vista de este texto, es evi-
dente que el autor nos quiere indu-
cir a pensar que él ha consultado y 
extraído del Archivo de Protocolos 
de Málaga el documento que a con-
tinuación reproduce. Sin embargo, 
cualquier investigador que haya pi-
sado un archivo de protocolos sabe 
que una cita para un trabajo cientí-
fico no se hace con esa imprecisión, 
sino que se deben especificar la escri-
banía, el protocolo, el año y los folios 
(si se hallan foliados los protocolos).

El documento que el autor trans-
cribe a continuación en su libro 
(pp. 15-16) está copiado literalmen-
te del libro de Llordén y Souvirón 
(pp. 436-437), pero, como en el caso 
del párrafo anterior, el señor Díaz 
Sampedro no cita a dichos autores. 
Es más, puesto a dar el pego al inge-
nuo lector, no se percató que Llor-
dén y Souvirón, al final del dicho 
documento, recogen en la nota 2 
(p. 437) la cita exacta de proceden-
cia del mismo: Archivo de Proto-
colos. Escribanía de Juan Hidalgo, 
fols. 1503-1504; 1655 (p. 450).

Por cierto, el autor confunde 
la «concisión» de las constitucio-
nes, con la «concesión» de las mis-
mas (¿Otra vez dilexia?). No hace 
falta decir nuevamente que el autor, 
a pesar de que nos dice al principio 
de su libro que va a analizar la evo-
lución de las «constituciones ecle-
siásticas» de las hermandades en 
cuestión, de estas primeras de 1655 
de Jesús de la Puente no dice ab-

solutamente nada. Pero esto es un 
común denominador en todos los 
textos reproducidos en su libro.

A continuación de reprodu-
cir las «Constituciones» de 1655, 
acude nuevamente a resumir en 
cuatro líneas las palabras de Llor-
dén y Souvirón (p. 437), desde 
luego, sin citarlos. Dichos autores, 
reproducen en su libro (pp. 438-
442) las «Constituciones» de 1675. 
Nuestro autor hace lo propio, es 
decir, transcribir el texto —no fiel-
mente— de Llordén y Souvirón, y 
acude a la misma técnica engaño-
sa, pues al final del mismo nos dice 
en nota: «Archivos de la Herman-
dad de la Puente, primeras consti-
tuciones. La aprobación vino dada 
por Antonio Vergado, Provisor del 
obispado y siendo obispo de la ciu-
dad Fray Alonso de Santo Tomás» 
(p. 22, nota 2). Si acudimos a la 
nota correspondiente de Llordén 
y Souvirón, podemos leer: «Archi-
vo de la Hermandad de la Puen-
te. Primer libro de Constituciones» 
(p. 450). Pero es que la informa-
ción complementaria de los nom-
bres del provisor y del obispo, tam-
bién la encontramos en Llordén y 
Souviron: «Una vez aprobadas las 
constituciones por el Provisor del 
obispado doctor don Antonio Ver-
gado en el mes de marzo del mismo 
año, siendo obispo de Málaga Fray 
Alonso de Santo Tomás» (p. 441). 
Aquí, como podrá ver nuestro lec-
tor, el arduo trabajo investigador 
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consistió en tomar el dato en cues-
tión de Llordén (que sí manejó el 
archivo de la hermandad) y repro-
ducirlo al final de la nota.

Y prosigue nuestro experto en 
cofradías con su peculiar «evolu-
ción». Pero dejemos que hablen 
los textos:

Dejando a un lado las coinci-
dencias de sentido entre ambos 
párrafos que dejo a consideración 
de lector perspicaz, los proble-
mas de lectura y comprensión del 
señor Díaz Sampedro son, como ya 
hemos dicho, ciertamente graves. 
Obsérvese que Llordén y Souvirón 
dicen expresamente que en la refor-
ma de 1724 «se constituye el cargo 
de padre de almas». Nuestro autor 
cambia el verbo «constituir» por 
«eliminar»: «se elimina —dice— el 
cargo de padre de almas». Pero aún 
hay más. Llordén y Souvirón afir-
man que se dictaron normas «para 
conservar en las arcas los bienes 
de la Hermandad». El señor Díaz 
Sampedro, por su parte, las nor-

mas para la conservación de los bie-
nes las ha transformado en «normas 
para la conservación de las arcas de 
los bienes». Sin comentarios.

El buen agustino Andrés Llor-
dén y Sebastián Souvirón continúan 
en las páginas siguientes de su libro 
(pp. 441-447) haciendo la historia 
de la cofradía durante el siglo XVIII, 
pero el autor da un salto en el vacío 
y se presenta ya en 1866 ¿No iba a 
estudiar la evolución de las cofradías 
a través de sus estatutos? No obs-
tante, en su nota 3 (p. 23), nos dice: 
«La primera mitad del siglo XIX su-
puso un decaimiento de esta Her-
mandad. Del año 1831 tenemos una 
referencia siendo albacea de la Co-
fradía Antonio Fernández en cuan-

Llordén y Souvirón (p. 441).

En el año 1724 se reformaron por pri-
mera vez las constituciones. Es entonces 
hermano mayor don Juan Carlos Swert 
y Guerrero, teniente coronel de las Mi-
licias de esta ciudad y regidor perpetuo. 
Las principales reformas que se hacen en 
las primitivas constituciones son: aumen-
tar el número de los hermanos hasta se-
tenta y dos; en memoria de los setenta 
y dos discípulos de Cristo. Se constitu-
ye el cargo de padre de almas por el de 
clavero y se dictan normas para conser-
var en arcas los bienes de la Hermandad, 
así como la forma de llevar los libros de 
cuentas, a los que no se hacía referencia 
en las primeras constituciones.

Díaz Sampedro (p. 22)

Siendo hermano mayor Juan Carlos 
Swert y Guerrero en 1724 se reformaron, 
en lo que podríamos decir por primera 
vez, las constituciones en lo concerniente 
a aumentar el número de hermanos a se-
tenta y dos, se elimina el cargo de padre 
de almas, denominación singular de esta 
corporación, por la de clavero y se dic-
taron normas para la conservación de 
las arcas de los bienes de la Hermandad, 
así como la forma de llevar los libros de 
cuentas, a los que no se hacía referencia 
en las primeras constituciones...



Foro, Nueva época, núm. 10/2009: 195-223 213

Recensiones

to se hicieron nuevos nichos en el 
panteón de la Hermandad». ¡Cuán-
ta sabiduría! Exclamará un lector 
poco avezado en lides de cofradías. 
No obstante, si acudimos al libro de 
Llordén y Souvirón podemos en-
contrar el siguiente párrafo: «A tra-
vés del siglo XIX la Hermandad pasa 
por unos largos periodos de tiem-
po en los que su importancia decae; 
sobre todo en lo que se refiere con-
cretamente a la primera mitad. Del 
año 1831 hay una referencia en el 
Archivo Municipal, siendo albacea 
de la Cofradía de la Puente don An-
tonio Fernández. Se dice en esta re-
ferencia que la Hermandad labró 
nuevos nichos en el panteón de su 
propiedad» (p. 448). No busque el 
lector ninguna referencia o cita del 
libro de los autores mencionados.

No sucede, en cambio, en la 
nota 4 de la p. 23. Ahora es cuan-
do por primera vez, cita a Llordén 
y a Souvirón haciendo un resumen 

de las pp. 435 y 436 de menciona-
do libro. Sin venir a cuento, el autor 
nos pone ahora en nota una serie de 
referencias a la historia de la her-
mandad, que remontan a 1647 y 
que debían de haber iniciado el ca-
pítulo. Por cierto, tampoco cita co-
rrectamente el título del libro de 
Llordén y Souvirón.

Sin embargo, la cita de la fuen-
te primigenia no pasa de ser un 
mero espejismo. En efecto, cuan-
do el señor Díaz Sampedro se pone 
a transcribir los estatutos que se re-
cogen en el expediente de 1866, en 
el capítulo segundo de los mismos 
(p. 31), al hilo de la administración 
de la cofradía y más concretamen-
te cuando se regula la obligación de 
tener un libro en el que se consig-
nen las entradas y salidas de los fon-
dos, el autor vuelve a entrar a saco 
en el libro de Llordén y Souvirón, 
además con clara intención de en-
gañar al lector:

Llordén y Souvirón (pp. 442-443).

Fuente riquísima para la historia de 
esta Cofradía la constituye un curioso 
libro de cuentas de la Hermandad que 
comprende los ingresos, gastos, inventa-
rios y reuniones de los años 1735 a 1784... 
Hoy se encuentra en el Archivo Munici-
pal malagueño registrado bajo en núme-
ro 9.313. Está forrado en pergamino...: 
«Libro en que se ha de llevar la cuenta 
por los mayordomos de la Hermandad de 
Nuestro Padre Jesús de la Puente de lo 
que se juntare de limosna y demás gastos. 
Se hizo siendo mayordomos los hermanos

Díaz Sampedro (p. 31, nota 5).

Se halla el primer libro de cuentas de 
la cofradía en el Archivo Municipal de 
Málaga con el núm. 9313 y comprende 
los ingresos, gastos, inventarios y reunio-
nes de los años de 1735 a 1784. «Libro 
en que se ha de llevar la cuenta por los 
mayordomos de la Hermandad de Nues-
tro Padre Jesús de la Puente de lo que 
se juntare de limosna y demás gastos. Se 
hizo siendo mayordomos los hermanos 
Manuel Guerrero y Faustino Rubio, fis-
cal Bernardo Rodríguez y clavero Barto-
lomé Rodríguez».
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Y decimos que con intención 
de engañar al lector no sólo por-
que no cita en ningún momento su 
fuente de información, copiándola 
a veces de manera literal —en ne-
grita—, sino también porque in-
duce a pensar que ha estado ma-
nejando el libro de cuentas en el 
archivo municipal malagueño. Su 
afán por alardear de una erudición 
«tomada de prestado» le lleva a 
cometer algunos errores. Así, por 
ejemplo, a continuación del párra-
fo transcrito en la columna ante-
rior, el señor Díaz Sampedro escri-
be: «En 1768 se arregló la bóveda 
de la capilla rehaciendo toda la 
labor de ladrillería con un coste 
de 600 reales» (p. 31, nota 5). No 
se alarme querido lector pensa-

do que este dato es de cosecha del 
señor Díaz Sampedro. En Llor-
dén y Souvirón, en la p. 446, po-
demos leer: «También en 1768 
fue arreglada la bóveda de la ca-
pilla, teniendo que rehacer toda 
la obra de ladrillería, lo que im-
portó cerca de setecientos reales». 
Una vez más, nuestro autor vuelve 
a reproducir a buen padre Andrés 
Llordén y a Souvirón, convirtien-
do, además, en un enésimo error 
de lectura los 700 reales del coste 
de la obra, en tan sólo 600. Pero 
lo más grave no se encuentra aquí 
—ya sabemos que la lectura no es 
tampoco uno de los puntos fuertes 
del señor Sampedro—, sino que a 
continuación prosigue:

Manuel Guerrero y Faustino Rubio, fiscal 
Bernardo Rodríguez y clavero Bartolomé 
Rodríguez. Año de 1735».

La primera cuenta que figura en sus 
páginas es la de la cal y ladrillos que 
juntó de limosna el mayordomo don Fer-
nando de Montes para la obra de la capi-
lla que se hizo en este año. Viene a con-
tinuación el importe de dicha obra, que 
ascendió a 615 reales de vellón, inclu-
yendo algunos materiales que hubo que 
comprar, los jornales pagados, los carros 
que transportaron los mismos y algunos 
refrescos que se dieron «a la gente que 
trabajó y otras menudencias».

La primera cuenta que está registrada 
se refiere a una obra de la cal y ladrillos 
para la obra de la capilla que se hizo en 
este año. Esta obra tuvo un gasto que as-
cendió a 615 reales de vellón, incluyendo 
algunos materiales que hubo que com-
prar, los jornales pagados, los carros que 
transportaron los mismos y algunos re-
frescos que se dieron a la gente que tra-
bajó y «otras menudencias».
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Ya no nos deben sorprender ni 
la literalidad (marcada en negrita), ni 
los errores de puntuación. El error ra-
dica en que como el señor Díaz Sam-
pedro ha previamente intercalado un 
párrafo referente al año 1768 —el re-
lativo al arreglo de la bóveda de la 
capilla— cuando se lee la frase «El 
principal gasto de ese año...» el lector 
piensa que se trata de 1768, cuando, 
en realidad, el trono que compró la 
Hermandad a su homónima de Jesús 
«el Pobre» fue en 1735, como bien 
señalan Llordén y Souvirón.

No creo que sea necesario pro-
seguir con el cotejo de la nota 5 
y aburrir al lector con lo que ya 
sabemos: toda ella, sin excep-
ción, es un resumen de las páginas 
pp. 444-446 de Llordén y Souvi-
rón. No hay ni un solo dato aporta-
do como novedad por el autor del 
libro que reseñamos.

En la nota 6 (p. 44) se sigue la 
misma tónica que en la anterior: 
presumir de conocimiento a costa 
de Llordén y Souvirón, siempre si-
lenciados. Veámoslo:

Llordén y Souvirón (p. 443).

El principal gasto de ese año fue, apar-
te de los normales de la música de la pro-
cesión que costó cincuenta reales, la cera, 
el agasajo a los que llevaron el palio, a los 
sacerdotes que acompañaron a la imagen, 
etc., uno extraordinario de gran valor his-
tórico por referirse a una Hermandad de 
la que apenas poseemos datos. Se trata de 
un trono que este año compra la Herman-
dad de la Puente a la de Jesús el Pobre y 
que costó —ya de segunda mano— qui-
nientos reales. Trescientos de ellos dio la 
Hermandad al año siguiente a la de Jesús 
«el Pobre» y los primeros doscientos rea-
les habían sido adelantados por dos her-
manos a los que se les debían.

 Díaz Sampedro (nota 5, pp. 31-32)

El principal gasto de ese año fue apar-
te de los normales de la música de la 
procesión que costó cincuenta reales la 
cera [sic]. El agasajo a los que llevaron 
el palio, a los sacerdotes que acompa-
ñaron a la imagen uno extraordinario de 
gran valor histórico por referirse a una 
Hermandad de la que apenas poseemos 
datos. Se trata de un trono que se com-
pró ese año por la Hermandad de Jesús 
el Pobre y que siendo de segunda mano 
costó quinientos reales pagándose tres-
cientos al año siguiente y los otros dos-
cientos se adelantaron a dos hermanos a 
los que se le debían.

Llordén y Souvirón (p. 441-442)

El 4 de julio de 1725 se solicita del 
obispado la construcción de un altar y 
retablo a costa de la Cofradía, dentro 
de la capilla mayor, en una de las esqui-
nas, ya que en la capilla, donde se vene-
raba, había falta de espacio. Después de 
que la solicitud fue favorablemente in-
formada, en el sentido de que dentro de 
la capilla mayor no iba a estorbar la co-

Díaz Sampedro (nota 6, p. 44).

El 4 de julio de 1725 se solicitó del 
obispado la construcción de un altar y 
retablo a costa de la Cofradía, dentro 
de la capilla mayor, en una de las esqui-
nas, ya que en la capilla, donde se vene-
raba, había falta de espacio. Se les trasla-
dó permiso favorable y se entendió que 
dentro de la capilla mayor no iba a es-
torbar la colocación del altar del Cristo,
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Y la nota 7 (pp. 45-46) es fruto 
de una refundición de datos pro-
cedentes de las pp. 442, 447, 448 
y 449 del tantas veces mencionado 
libro del padre Llordén y de Souvi-

rón. Aplíquese lo mismo a la nota 8 
(p. 49), tomada de la p. 446 de ci-
tado libro y al nota 10 (p. 59), cuya 
fuente es la p. 449. La nota 9 (p. 50) 
es una nueva copia:

locación del altar del Cristo, se dio la li-
cencia eclesiástica para los trabajos.

Nueve años después, también se con-
sigue permiso del obispado para la cons-
trucción de una bóveda de enterramien-
tos, pero ésta ya, no por cuenta de ellos, 
sino del obispado. En 1761 la imagen del 
Cristo de la Puente es trasladada al altar 
de San José para que «pudiera recibir la 
insignia mejor culto con decencia y en al-
tares más proporcionados».

La restauración de la capilla, inicia-
da con el arreglo del retablo, se terminó 
en 1778 en que fue colocada una verja de 
hierro que costó a la Hermandad 700 rea-
les (p. 448).

se dio la licencia eclesiástica para los tra-
bajos en esta zona de la iglesia.

En 1734 el obispado concedió per-
miso para la construcción de una bóve-
da de enterramientos, pero ésta ya, no 
por cuenta de ellos, sino del obispado. 
En 1761 la imagen del Cristo de la Puen-
te es trasladada al altar de San José para 
que «pudiera recibir la insignia mejor 
culto con decencia y en altares más 
proporcionados».

En 1778 se procedió a la restauración 
de la capilla y se colocó una verja de hie-
rro cuyo coste fue de 700 reales.

Llordén y Souvirón (p. 442).

La primera referencia hallada sobre 
los enterramientos de los hermanos del 
Cristo de la Puente lo ha sido en el Ar-
chivo de Protocolos Notariales: Data 
del año 1682. Es el testamento otorga-
do por Juan de Silva, vecino de esta ciu-
dad, ante el escribano Bernabé Ruiz, en 
el que manda que su cuerpo sea vestido 
con una túnica de lienzo de la Herman-
dad de la Puente del Cedrón, de la que es 
hermano, y enterrado en la iglesia parro-
quial de los Santos Mártires, de donde es 
parroquiano. Hace referencia a sus dere-
chos como hermano de la Puente del Ce-
drón en lo referente a las misas de cuer-
po presente y a las setenta y dos misas de 
que hablan los estatutos.

Díaz Sampedro (nota 9, p. 50).

La primera referencia hallada sobre 
los enterramientos de los hermanos del 
Cristo de la Puente lo ha sido en el Ar-
chivo de Protocolos Notariales y es del 
año 1682 documentado en testamen-
to otorgado por Juan de Silva ante escri-
bano y en el que manda que su cuerpo 
sea vestido con una túnica de lienzo de 
la Hermandad de la Puente del Cedrón, 
de la que es hermano, y enterrado en la 
iglesia parroquial de los Santos Márti-
res, de donde es parroquiano, en dicho 
documento se hace referencia a sus de-
rechos como hermano en lo concernien-
te a las setenta y dos misas de que hablan 
los estatutos.
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Si en el caso de la Hermandad 
de la Puente del Cedrón el autor in-
tenta en el texto, siempre sobre la 
base del libro de Llordén y Souvi-
rón, hacer un bosquejo de la evo-
lución de sus estatutos, en el caso 
de la Hermandad de Nuestra Se-
ñora del Traspaso y Soledad de Vi-
ñeros (pp. 73-110) cualquier in-
tento de reconstrucción histórica 
brilla por su ausencia. En efecto, el 
señor Díaz Sampedro opta por re-
producir directamente el expedien-
te administrativo que publica y lo 
adereza con notas —¡Cómo no!— 
procedentes del consabido libro de 
Llordén y Souvirón.

En este sentido, las notas 11 y 
12 (p. 73) proceden ambas casi li-
teralmente de la p. 667. Y claro, 
cuando en las notas 13 y 14 (p. 74) 
el autor reproduce un documento y 
unos datos publicados por Llordén, 
y expresa su procedencia, no hace 
más que confirmar nuestras sospe-
chas. Un superficial lector supone, 
a sensu contrario, que todas aquellas 
notas en las que no aparecen fuen-
tes consignadas son debidas a la sa-
biduría del señor Díaz Sampedro. 
Nada más erróneo, como hemos 
podido demostrar.

Pero este arranque de honesti-
dad académica no es más que la ex-
cepción que confirma la regla: en la 
nota 15 se reproduce un documen-
to de 1698 publicado por Llordén 
y Souvirón (pp. 666-667); el señor 
Díaz Sampedro no sólo silencia a 

los mencionados autores, sino que 
se atreve a poner su procedencia 
archivística («Escribanía de García 
Calderón en Archivo de Protoco-
los»), para que creamos que él ha 
sido el descubridor del citado do-
cumento. Sin embargo, dice el re-
frán, antes se coge a un mentiroso 
que a un cojo. Y, además, en este 
caso, un mentiroso torpe. Como 
ya señalé anteriormente, cualquie-
ra que haya consultado un archivo 
de protocolos sabe perfectamente 
cómo se han de citar los protocolos 
notariales. Y decimos que es torpe 
porque Llordén y Souvirón recogen 
en su libro en una nota la cita co-
rrecta: «Archivo de Protocolos. Es-
cribanía de Francisco García Cal-
derón, fols. 239-44. Año 1698».

La nota 16 reproduce casi lite-
ralmente la p. 668 de la Historia 
documental de las Cofradías y Her-
mandades de Pasión de los consa-
bidos autores y, como en el caso 
anterior, nos quiere engañar al citar 
su fuente de procedencia: el Archi-
vo Municipal de Málaga, sección 
cementerios. Señor Díaz Sampe-
dro: los Archivos municipales tie-
nen sus secciones en las que los do-
cumentos se hallan agrupados en 
legajos; y dentro de los legajos, los 
documentos se encuentran gene-
ralmente recogidos en expedien-
tes. Llordén y Souvirón citan, al 
menos, el legajo del que han saca-
do esa información que usted nos 
quiere vender como suya.
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Llegamos, finalmente, al últi-
mo expediente publicado por el 
autor que contiene los Estatutos 
de la Hermandad de Nuestra Se-
ñora de la Concepción Dolorosa 
(pp. 111-145). Al igual que en el 
caso de la cofradía anterior, tam-
poco encontramos ese análisis de la 
evolución histórico-jurídica de sus 
constituciones. Ello se debe a que, 
como Llordén y Souvirón única-
mente reproducen fragmentos de 
los estatutos de esta hermandad, 
no es posible tal análisis, por con-
siguiente la técnica utilizada por 
el autor es la misma: transcrip-
ción del expediente y fusilamien-
to en las notas del libro de Llor-
dén. Así, la nota 19, procede de la 
p. 197; la nota 20, de la p. 199; y en 
la larga nota 21, se trata —una vez 
más— de engañar al lector, citando 
el Archivo de Protocolos de Málaga 
cuando, en realidad, quienes resca-
taron el documento transcrito fue-
ron el padre Llordén y Souvirón y 
lo publican en las pp. 198-199 de su 
libro. ¿Para qué continuar?

Recapitulando, de lo dicho en las 
páginas anteriores podemos señalar:

1.º Que lo que el señor Díaz 
Sampedro denomina «revisionismo 
jurídico» no pasa de ser el simple 
propósito de algunas hermanda-
des malagueñas de reformar sus an-
tiguos estatutos. El caso más claro 
es, sin duda, el de la Hermandad de 
Nuestra Señora del Traspaso y la So-

ledad de Viñeros en cuyo preámbu-
lo se consigna expresamente: «Con-
siderando que los estatutos por que 
se rige y gobierna esta cofradía ac-
tualmente no están en armonía con 
las novaciones que el tiempo recla-
ma ni pueden hacerse valer legal-
mente por carecer de los requisi-
tos que exige la ley...» (p. 75); o los 
de la Hermandad de Nuestra Seño-
ra de la Concepción Dolorosa que 
elabora «unos estatutos adiciona-
les» (p. 113) que se añadieron a los 
ya existentes ya que «algunas de sus 
cláusulas no guardan consonancias 
con las que se observan en el día 
por todas las corporaciones siendo 
indispensable arreglarse a ellas por 
medio de una reforma que no varía 
en esencia la creación de nuestra 
voluntad...» (p. 114).

2.º Que dichas reformas no 
vienen provocadas —como nos 
dice el autor— por la normati-
va de las Novísima Recopilación. 
Dicho texto legal únicamente im-
ponía el requisito obligatorio de so-
licitar una autorización gubernativa 
cuando se elaboraran nuevos esta-
tutos de las hermandades o se pro-
cediera a la reforma o adición de los 
mismos. Por consiguiente, cuando 
una cofradía quería reformar, adi-
cionar o hacer unos estatutos nue-
vos, éstos debían superar el trámite 
de la aprobación por parte tanto de 
la autoridad civil como de la ecle-
siástica, so pena de convertirse en 
asociaciones ilícitas, perseguidas en 
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el Código Penal de 1848. Esto era 
lo que prescribía la Novísima Reco-
pilación, ratificada por algunos De-
cretos posteriores como ya hemos 
señalado. Si la hermandad conside-
raba que no era necesario introducir 
reforma en los estatutos ya existen-
tes —y éstos habían sido previa-
mente autorizados— no era preci-
so solicitar nuevamente la licencia 
gubernativa. No existe, pues, nin-
guna tendencia general a someter a 
revisión metódica, doctrinas, inter-
pretaciones o prácticas establecidas 
con la pretensión de actualizarlas, 
es decir, lo que sería propiamente el 
«revisionismo jurídico».

3.º No encontrará el lector en 
el libro ningún análisis de la evolu-
ción histórico-jurídica de los esta-
tutos que el autor pretende hacer 
(y que no hace). Como tampoco se 
hace un estudio comparativo en el 
que se analicen los cambios que se 
introducen en los nuevos estatutos 
en relación a los antiguos. Y mucho 
menos se verifica un cotejo entre los 
estatutos publicados para señalar 
sus coincidencias y diferencias. El 
señor Díaz Sampedro, en definitiva, 
se limita a transcribir los documen-
tos sin aportación personal alguna.

4.º El libro, como era de es-
perar, está plagado de imprecisio-
nes y carece de toda terminología 
jurídica; se desconoce la naturale-
za jurídica de los documentos que 
se publican; no se sabe lo que es un 
expediente administrativo (bautiza-

do como «itinerario de legalidad»); 
no se comprende lo que dicen los 
documentos y se leen incorrecta-
mente; se ignoran fuentes impor-
tantes; se confunde la Chancillería 
de Granada con la Cancillería del 
Ministerio de Gracia y Justicia...

5.º En sede aportaciones, el 
libro que nos ocupa bien podría 
calificarse de «tomadura de pelo» 
académica por cuanto que todos 
los datos históricos referentes a las 
hermandades recogidas en la obra 
proceden, sin excepción, del libro 
de Llordén y Souvirón. Sólo en 
tres ocasiones se citan en nota a los 
mencionados autores, con lo que 
un mal informado lector puede lle-
gar a pensar de que se encuentra 
ante un investigador de gran pres-
tigio que ha vertido toda su erudi-
ción en el libro: nada más lejos de 
la realidad.

6.º El autor desconoce cuáles 
son las reglas metodológicas más 
elementales de elaboración de un 
trabajo de investigación: el libro 
carece de hipótesis, los resultados 
son inexistentes y, por consiguien-
te, no hay conclusiones; el título no 
obedece al contenido del libro; no 
se conocen las pautas de citas bi-
bliográficas y archivísticas, ni si-
quiera las del Archivo del Ministe-
rio de Justicia de donde proceden 
los expedientes publicados de los 
cuales no recoge su referencia; se 
desconocen la reglas de transcrip-
ción de los documentos...
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Libros como que el ahora recen-
sionamos no hacen otra cosa que 
desprestigiar a la Fundación Uni-
versitaria Española. Dicha institu-
ción es la única que pierde credi-
bilidad con publicaciones de tan 
paupérrimo nivel, ya que el autor 
—hemos podido comprobar la al-
tura de prestigio científico y acadé-
mico— en realidad nada tiene que 
perder. Nunca el autor podía haber 
llegado tan alto ni la FUE tan bajo.

Ciertamente nuestra disciplina, 
la Historia del Derecho, es una ma-
teria marginal de la que no es fácil 
encontrar especialistas. Es eviden-
te —a los hechos me remito— que 
la Fundación Universitaria Españo-
la carece de personas capacitadas 
para emitir un dictamen objetivo y 
razonado sobre un tema histórico-
jurídico; de lo contrario no se en-
tiende que una institución tan pres-
tigiosa haya invertido sus fondos en 
publicar semejante libro. Precisa-
mente para eso existen los asesores 
externos o referees. Una institución 
como la FUE no puede publicar un 
manuscrito del primer «junta-pala-
bras» o «dominguero iushistórico» 
que pasa por allí. Se ha dado forma 
de libro a un texto que no merece 
ni el calificativo de «trabajo», pues 
apenas se limita a transcribir tres 
expedientes del archivo del Minis-
terio de Justicia. Si pasamos el texto 
de este libro a una letra convencio-
nal de ordenador —concretamente 
la New Times Roman 11—, lo que 

la FUE ha publicado con la apa-
riencia de un libro, apenas alcanza 
41 páginas; es decir, un simple artí-
culo de revista. De estas 41 páginas, 
únicamente el 4,9 por 100 de las 
mismas (2 páginas) son aportación 
del autor; el resto, la transcripción 
de los expedientes y los datos, co-
piados unas veces, refundidos otras, 
procedentes del libro de Llordén y 
Souvirón. Desde esta perspectiva, 
el libro del señor Díaz Sampedro 
puede considerarse como una esta-
fa académica; es el resultado de in-
tentar ser lo que no se es: un inves-
tigador universitario. El hecho de 
que la LRU y la LOU hayan con-
ferido a los profesores titulares de 
Universidad la plena capacidad do-
cente e investigadora, no convierte 
en trabajos científicos todo aquello 
que se publique.

No cabe la menor duda que el 
señor Díaz Sampedro ha sabido 
muy bien engañar —además en dos 
ocasiones— al responsable de las 
publicaciones de la FUE. Es pro-
bable, igualmente, que consiga en-
gañar a los miembros integrantes 
de la comisión de sexenios, quienes 
evalúan los curricula, como sabe-
mos, sin ver los trabajos de los as-
pirantes. Del mismo modo, habrá 
podido «dar el pego» en el círculo 
del sindicato y a algún que otro in-
genuo presidente de asociación es-
tudiantil de la Facultad de Dere-
cho. Tampoco me atrevo a dudar de 
que, después de esta publicación, le 
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harán hermano honorario de la Co-
fradía Nuestra Señora del Traspa-
so y Soledad de Viñeros; pero de 
lo que sí estoy seguro es de que el 
señor Díaz Sampedro jamás podrá 
engañar con trabajos de esta mise-
rable calidad a los verdaderos inte-

grantes de la comunidad científica 
histórico-jurídica.

José SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL

 Catedrático de Historia del Derecho 
y de las Instituciones
Facultad de Derecho UCM
arcilla@der.ucm.es

La creación de un espacio de 
integración económica en el marco 
de la Unión Europea (UE) ha pro-
piciado el desarrollo de una pro-
gresiva integración jurídica, con 
el fin de ofrecer seguridad a todos 
aquellos que se hallan inmersos en 
relaciones transfronterizas. Cierto 
es que, la seguridad de los opera-
dores constituye un elemento esen-
cial para estimular e intensificar el 
desarrollo de sus relaciones eco-
nómicas y comerciales, por lo que 
el objetivo que persigue el legisla-
dor de la UE es que los acreedo-
res de deudas transfronterizas no 
satisfechas encuentren una pro-
tección jurídica equivalente a la 
que reciben los acreedores de deu-
das puramente internas. Este ob-
jetivo específico se encuadra en la 
denominada «cooperación judicial 
civil» y, a su vez, forma parte del 
objetivo global de construir el «es-
pacio de libertad, seguridad y jus-
ticia» en la Unión.

En esta tesitura, los problemas 
que plantean las fronteras jurídi-
cas a las relaciones económicas in-
ternacionales, particularmente des-
tacables cuando se trata de hacer 
efectivo el cobro de una deuda en 
un espacio económico integrado, 
son abordados y analizados con 
detalle extremo por la profesora 
Carmen Otero García-Castrillón en 
esta obra que ahora recensionamos. 
Tan importante reto se afronta con 
notable maestría, desde la estruc-
turación del análisis en torno a dos 
partes; por un lado, el papel que 
ocupan el Derecho procesal civil y 
la cooperación judicial civil en la 
UE; por otro, su actuación respecto 
del cobro de las deudas. Para con-
cluir con una interesante reflexión 
general. Lo que da como resulta-
do un estudio serio y riguroso, de 
fácil lectura a pesar de la compleji-
dad del tema.

Además de presentar una sólida 
construcción dogmática para justifi-

Carmen OTERO GARCÍA-CASTRILLÓN: Cooperación judicial civil en la Unión 
Europea. El cobro de las deudas, Madrid, Dykinson, 2007, 208 pp.


